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La Dirección General de los Registros y 
del Notariado es el órgano encargado, en-
tre otras funciones. de estudiar, proponer y 
aplicar la política del Ministerio de Justicia 
en relación con las cuestiones inherentes 
a la fe pública notarial y las de naturaleza 
registral en las materias relativas a la pro-
piedad de inmuebles, bienes muebles y so-
ciedades mercantiles, en los términos esta-
blecidos en la legislación vigente.

En el marco de la justicia preventiva de 
nuestro país, este Centro Directivo ha ini-
ciado una profunda renovación que abarca, 
entre otros aspectos, la modernización de 
los servicios públicos con el fi n de situar a 
la ciudadanía en el centro del sistema, reve-
lándose en este contexto, la indudable im-
portancia que para estos fi nes comportan 
las funciones propias de los Notarios y los 
Registradores de la Propiedad y Mercanti-
les. Ambos colectivos y los Colegios pro-

fesionales que los representan constituyen 
piezas claves en el proceso orientado a ga-
rantizar que la transmisión de propiedad y 
la creación y funcionamiento de las empre-
sas, se desarrolle conforme a los principios 
éticos de transparencia, agilidad y atención 
al servicio público.

En relación con estos fi nes, junto a los 
operadores naturales ya mencionados debe 
destacarse la importancia que la informa-
ción catastral supone para avanzar en los 
objetivos de esta Dirección General. Re-
sulta obvio que la información suminis-
trada por el Catastro relativa a los datos 
físicos, económicos y jurídicos de las fi n-
cas rústicas y urbanas contribuye de forma 
relevante a dotar al sistema jurídico de un 
elemento adicional de transparencia y se-
guridad a través, fundamentalmente, de las 
certifi caciones de contenido descriptivo y 
gráfi co que deben incorporarse en algunos 



12

supuestos a los documentos públicos y al 
Registro de la Propiedad (1). Es indudable 
que la relación del Catastro con el mundo 
de la seguridad jurídica preventiva e inmo-
biliaria, especialmente con la profesión no-
tarial y con el Registro de la Propiedad ha 
sido y continúa siendo esencial. La evolu-
ción histórica de esta colaboración y los da-
tos más actuales de la transmisión mutua 
de información no hacen sino confi rmar 
estas afi rmaciones. Este proceso ha puesto 
también de manifi esto el compromiso de 
ambas instituciones en incorporar en el de-
sarrollo de sus funciones, las nuevas tecno-
logías de la información lo que ha permi-
tido mejorar y ampliar los instrumentos de 
colaboración con el objetivo fi nal de ofre-
cer un servicio público de calidad. 

El Catastro ha experimentado una no-
table evolución, marcada por un imparable 
proceso de modernización desde su inicial 
confi guración como un instrumento desti-
nado a la gestión de los tributos hasta su 
conversión en una herramienta administra-
tiva multifuncional. El artículo 2 del Real 
Decreto 1/2004, de 5 de marzo, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley del 
Catastro Inmobiliario recoge este relevante 
cambio en la concepción del Catastro, de-
fi niendo su función esencial con palabras 
muy elocuentes. Se dice expresamente que 
la  información recogida en la base de da-
tos de esta institución «estará al servicio 
de los principios de generalidad y justicia 
tributaria y de asignación equitativa de los 
recursos públicos a cuyo fi n el Catastro In-
mobiliario colaborará con las Administra-
ciones públicas, los juzgados y tribunales y 
el Registro de la Propiedad para el ejercicio 
de sus respectivas funciones y competen-
cias». En este precepto se hace expresa la 
transformación de la función recaudatoria 

del Catastro en una fuente insustituible de 
información territorial (2). 

Debe advertirse, no obstante, que la 
Ley 1/2004 es una pieza normativa de cie-
rre de un proceso iniciado varias décadas 
antes, siempre vinculado a los procesos de 
modernización del sistema registral y a la 
utilización de todos los avances tecnológi-
cos de información. De hecho, el proceso 
de modernización se produjo en los años 
setenta del pasado siglo mediante la crea-
ción de una Comisión interministerial cu-
yos trabajos preparatorios culminaron con 
el  Real Decreto 1030/1980, de 3 de mayo. 
En el Preámbulo de dicha norma se hace 
expreso el intento de coordinación entre el 
Registro de la Propiedad y la descripción 
catastral de las fi ncas, mediante su identifi -
cación gráfi ca y alfanumérica.  

Con todo, los avances técnicos del Ca-
tastro como instrumento de identifi cación 
de fi ncas sólo podían desplegar efectos rea-
les sobre la seguridad, transparencia y fi abi-
lidad de las transacciones de la propiedad, 
si iban acompañados de la necesaria mo-
dernización de los instrumentos notaria-
les y del Registro de la propiedad. Y debe 
decirse que ninguno de ellos permaneció 
ajeno al proceso. 

La incorporación de las nuevas tecno-
logías es una realidad en el desarrollo de 
las funciones notariales y registrales, por lo 
que hoy puede afi rmarse que constituyen 
un instrumento esencial de su quehacer 
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(1)  A esta misma conclusión llega IBIZA GARCÍA-
JUNCO, A.M. “La referencia catastral y los certifi cados 
descriptivos y gráfi cos. Dos aportaciones del Catastro al 
tráfi co jurídico inmobiliario”. Revista Catastro, núm 64, 
diciembre 2008, pág. 53.

(2)  En el mismo sentido se pronuncia la Exposi-
ción de Motivos del Real Decreto 1/2004, según la cual 
el Catastro «se ha convertido en una gran infraestruc-
tura de información territorial disponible para todas las 
Administraciones públicas, fedatarios, empresas y ciu-
dadanos en general, puesta ante todo al servicio de los 
principios de generalidad y justicia tributaría, pero ca-
pacitada también para facilitar la asignación equitativa 
de los recursos públicos».

El Catastro Inmobiliario se emplea en múltiples as-
pectos no fi scales: gestión de procesos de expropiación 
forzosa u otras políticas públicas (diseño de infraestruc-
turas y planeamiento urbanístico), tramitación de ayu-
das públicas (ayudas a la agricultura, VPO, servicio de 
Justicia gratuita...) y cuidado del medio ambiente.
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diario. Así se evidencia  en prácticas como 
la interconexión de las ofi cinas de notarios 
y registradores, la presentación telemática 
de documentos, el uso de fi rma electrónica 
avanzada, los Libros electrónicos, la soli-
citud on line de certifi caciones, la interco-
nexión de los Registros, etc.

La incidencia de la mejora de la informa-
ción catastral en el sistema de seguridad ju-
rídica preventiva sólo podría ser apreciable 
si el proceso de modernización caminaba 
de forma paralela en uno y otro ámbito y si 
se acompañaba de las reformas normativas 
necesarias. En efecto, el proceso orientador 
de las reformas legales pone de manifi esto 
la necesidad de coordinación entre el Catas-
tro y las ofi cinas de los Notarios y los Regis-
tradores y la interconexión de sus sistemas 
de comunicación. Aunque demuestra una 
utilidad innegable para evitar y prevenir la 
doble inmatriculación, el empleo de un sis-
tema de bases gráfi cas y de identifi cación 
física de fi ncas debe enmarcarse dentro de 
un proyecto más general de mejora de la se-
guridad jurídica y, en consecuencia, puede 
considerarse hoy un instrumento de valor 
insustituible para la actividad de Notarios y 
Registradores de la propiedad. 

Aunque el origen de la información ca-
tastral tenía objetivos más limitados, orien-
tados a atajar el fraude fi scal y la verifi ca-
ción del impuesto sobre bienes inmuebles, 
la temprana colaboración de todos los ope-
radores jurídicos implicados, dotó al sis-
tema de ambiciones más extensas, advertida 
su funcionalidad como instrumento de co-
rrección de las imperfecciones del sistema 
de publicidad de la propiedad de nuestro 
país. A esta fi nalidad no fue ajena la ini-
ciativa del Ministerio de Hacienda que con 
base en un trabajo teórico y prospectivo so-
bre el fraude fi scal, creó un grupo de trabajo 
con notarios y registradores para colaborar 
en materia de fraude fi scal y de Catastro. 

Aquel proyecto estableció el principio 
de consignación obligatoria de la referencia 
catastral en la escritura pública y en los re-
gistros de la propiedad, como medio de li-

gar la información legal con la información 
tributaria con refl ejo normativo en la Ley 
13/1996, en el que se estableció  de forma 
taxativa dicha exigencia. 

Por su parte, el artículo 38 del Texto 
Refundido de la Ley del Catastro, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/2004, 
de 5 de marzo, establece la regla general 
en cuanto a la constancia documental de 
la referencia catastral: la referencia catas-
tral de los bienes inmuebles deberá fi gurar 
en los instrumentos públicos, mandamien-
tos y resoluciones judiciales, expedientes y 
resoluciones administrativas y en los docu-
mentos donde consten los hechos, actos o 
negocios de trascendencia real relativos al 
dominio y demás derechos reales, contra-
tos de arrendamiento, proyectos técnicos 
o cualesquiera otros relativos a los bienes 
inmuebles.

Partiendo de la importante función eco-
nómica y jurídica de la consignación obli-
gatoria de los datos catastrales en las es-
crituras públicas y su incorporación a los 
datos registrales, unida a la necesidad de 
habilitar los medios técnicos que lo hicie-
ran posible, se desarrolló una normativa 
específi ca de desarrollo. De estos aspec-
tos fueron conscientes todos los operado-
res jurídicos y las Administraciones públi-
cas implicados, como queda patente en la 
Instrucción de la DGRN de 2 de marzo de 
2000 (BOE 21 de marzo de 2000), sobre 
la implantación de la base cartográfi ca ca-
tastral en los Registros de la Propiedad. En 
ella se pone de manifi esto que «una de las 
necesidades tradicionalmente sentida en el 
ámbito del Registro de la Propiedad ha sido 
el poder identifi car las fi ncas objeto del 
tráfi co jurídico mediante un soporte car-
tográfi co que permita su precisa delimita-
ción territorial, robusteciendo la seguridad 
jurídica de las transmisiones patrimonia-
les». Esta Instrucción tuvo su precedente 
en el Convenio suscrito entre el Colegio 
de Registradores de la Propiedad, la Direc-
ción General del Catastro y la Dirección 
General de los Registros y del Notariado el 
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11 de noviembre de 1999 (3). A través de 
este Convenio, el Catastro se comprometió 
a entregar toda la cartografía catastral para 
su utilización por los Registradores en de-
sarrollo de sus funciones.

El respaldo legal defi nitivo para las ba-
ses gráfi cas regístrales lo constituye la regla 
1a del artículo 9 LH en la redacción dada 
por la Ley 24/2001, de 28 de diciembre. 
Esta norma introdujo tres nuevos párrafos 
en los que se permite que la identifi cación 
de las fi ncas regístrales se complete me-
diante la incorporación al título inscribible 
de una descripción planimétrica y gráfi ca 
de la fi nca que puede ser catastral, urba-
nística o simplemente topográfi ca. Dicho 
precepto concluye estableciendo que «los 
Registradores dispondrán de aplicaciones 
informáticas para el tratamiento de bases 
gráfi cas que permitan su coordinación con 
las fi ncas registrales y la incorporación a és-
tas de la califi cación urbanística, medioam-
biental o administrativa correspondiente».

Esta colaboración entre operadores ju-
rídicos y Administraciones públicas contó 
con un primer impulso para la informa-
tización del Registro materializado en la 
Resolución de la Dirección General de Re-
gistros y del Notariado de 31 de agosto de 
1987, con la que se autorizó el empleo de 
medios informáticos para la llevanza de los 
índices de fi ncas y de personas en 50 Re-
gistros piloto. El Real Decreto 430/1990, 
de 30 marzo, supuso un punto de infl exión 
defi nitivo y general en la promoción de la 
informatización del Registro ya que con el 
mismo se extendió su uso, abandonando 
los límites implícitos a una práctica ante-
rior meramente experimental. Ensayados 
y superados los umbrales mínimos de cali-
dad y con el objetivo último de modernizar 
los índices, agilizar la publicidad formal de 
los datos regístrales y adaptarla a las nece-

sidades de la sociedad, se impuso la gestión 
informática de la información registral (4).

Los avances en esta línea se han consoli-
dado con iniciativas legislativas posteriores 
en las que se aprecia un renovado impulso 
del proyecto entre las que cabe destacar la 
Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de medi-
das fi scales, administrativas y del orden so-
cial en la que se previeron nuevas vías para 
la coordinación del Registro con el Catastro, 
la Instrucción de la DGRN 2 de marzo de 
2000 y la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, 
ya mencionadas. Los instrumentos de coor-
dinación entre ambos registros comportan 
una mejora considerable de sus respectivas 
funciones: para el Registro de la propiedad 
la información suministrada por el Catastro 
permite identifi car con precisión el objeto 
inscribible; para el Catastro, la información 
registral implica vincular sus datos con la 
propiedad de las fi ncas. En defi nitiva, estos 
avances hacen más efi caz la informatización 
de los índices porque proporcionan los da-
tos o elementos necesarios para la objetivi-
zación de la descripción de las fi ncas (5). 

No obstante, el suministro de informa-
ción no se vincula sólo a la identifi cación 
de fi ncas con el objeto de dotar de la nece-
saria transparencia y seguridad a la trans-
misión de la propiedad, sino que tiene una 
signifi cación más amplia  orientada a dis-

(3) El texto íntegro del Convenio aparece en GARCÍA 
GARCÍA, Código de legislación inmobiliaria, hipotecaria y del 
Registro Mercantil, págs. 2857-2859.

MARÍA ÁNGELES ALCALÁ DÍAZ

(4) Así lo advierte ARRIETA SEVILLA, L.J, La doble 
Inmatriculación Registral, Aranzadi, Thomson Reuters, 
Pamplona, 2009, pág. 292.

(5) El primer precedente normativo para la instau-
ración de las bases gráfi cas fue la RDGRN 31 de agosto 
de 1987. En concreto, su apartado Sexto estableció 
que a título experimental en los Registros «se dispon-
drá progresivamente de una base gráfi ca, a escala unifi -
cada», para que el Registrador pueda identifi car y situar 
las fi ncas. El avance de las técnicas informáticas facilitó 
que el Real Decreto 430/1990, de 30 de marzo, gene-
ralizara el proyecto iniciado por la RDGRN de 31 de 
agosto de 1987. El Real Decreto de 1990 introdujo el 
artículo 398.b) del RH que establece que gradualmente 
los Registros contarán con una base gráfi ca proporcio-
nada por el Centro de Gestión Catastral y Cooperación 
Tributaria en soporte papel o digitalizado para la identi-
fi cación de las fi ncas.
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poner de datos sobre la situación jurídica 
de las fi ncas sobre las que recae. Ello ex-
plica que los fl ujos de información no sean 
unidireccionales, es decir del Catastro a los 
Registros de la propiedad mediante la ne-
cesaria descripción física y cartográfi ca de 
las fi ncas, sino que también se han previsto 
instrumentos de información de los Regis-
tros de la propiedad al Catastro con los que 
se da cuenta de datos registrales de los in-
muebles.

Debe destacarse a este respecto y en de-
sarrollo de las líneas de colaboración ini-
ciadas, el proceso de mejora y perfecciona-
miento de los mecanismos legales y técnicos 
en la transmisión de la información que se 
diseña en el art. 36 del Real Decreto Legisla-
tivo 1/2004 en el que expresamente se esta-
blece que “los registradores de la propiedad 
remitirán a la Gerencia o Subgerencia del 
Catastro en cuyo ámbito radique el inmue-
ble, en la forma que reglamentariamente se 
determine dentro de los 20 primeros días 
de cada mes, información relativa a los do-
cumentos por ello autorizados o que hayan 
generado una inscripción registral en el que 
mes anterior, en los que consten hechos, ac-
tos o negocios susceptibles de inscripción 
en el Catastro inmobiliario”.

El precepto transcrito constituye un 
nuevo hito de en la transmisión de infor-
mación sobre bienes inmuebles en el que 
se pone de manifi esto la reciprocidad en el 
tratamiento de dicha información y en el 
carácter complementario de las actuacio-
nes del Catastro y del Registro de la pro-
piedad. En efecto, la colaboración mutua 
no se limita a incrementar la seguridad y 
fi abilidad de las transmisiones a través de la 
exacta descripción física de las fi ncas, sino 
que se amplía de forma extraordinaria, pro-
porcionando al Catastro información jurí-
dica sobre las mismas, abarcando cualquier 
acto o negocio que afecte a su propiedad o 
sus cargas. 

El mandato legal ha sido cumplido de 
forma ejemplar, incluso más allá de sus es-
trictos términos. Así, el Colegio de Regis-

tradores de España y la Dirección General 
del Catastro han abordado conjuntamente 
el análisis y implementación de los instru-
mentos técnicos para agilizar el suministro 
de datos impuesto por la norma. Los resul-
tados de la colaboración entre ambas insti-
tuciones son reveladores como lo demues-
tra, por ejemplo que el 60% de los envíos 
de información del Colegio de Registrado-
res al Catastro se efectúe en los primeros 5 
días y el 85% en los primeros 10 de cada 
mes, aunque la norma establece un plazo 
de 20 días para hacer efectiva la remisión, 
dentro del cual se realiza el  99% de los en-
víos de información (6). Este mismo por-
centaje es el reseñable respecto de la pre-
ceptiva remisión de información de los 
Registros de la propiedad al Colegio de Re-
gistradores, centro responsable de recibirla 
de éstos y de depurar los errores o defectos 
que pudieran presentarse para después re-
mitirla telemáticamente y de forma global a 
la Ofi cina virtual del Catastro. 

Desde el ámbito notarial el compromiso 
tanto en relación con la modernización e 
incorporación de las nuevas tecnologías en 
desarrollo de sus actividades profesiona-
les, como respecto de la colaboración con 
el Catastro ha sido y es extraordinario, de-
mostrando una vez más la vocación de co-
laboración de este colectivo y del Colegio 
profesional que lo representa con las Admi-
nistraciones públicas y el interés general. 

Esta coordinación con el Catastro tiene 
hoy su refl ejo en el artículo 170 del nuevo 
Reglamento Notarial, aprobado por Real 
Decreto 45/2007, de 19 de enero, al esta-
blecer en su párrafo segundo que cuando se 
trate de bienes inmuebles la descripción de 
los mismos incluirá la referencia catastral 
que le corresponda así como la certifi cación 
catastral descriptiva y gráfi ca, en los térmi-
nos establecidos en la normativa catastral. 

Cuando el artículo 170 establece que 
la descripción de los bienes inmuebles in-

(6)   Datos suministrados por el Colegio de Regis-
tradores de España en septiembre de 2009.
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cluirá la referencia catastral, se refl eja esa 
intencionalidad de coordinación con el Ca-
tastro, añadiendo a este respecto que la des-
cripción de los inmuebles también conten-
drá la certifi cación descriptiva y gráfi ca en 
los términos establecidos en la normativa 
catastral que facilita la representación visual 
de la fi nca y por tanto facilita su identifi ca-
ción a los otorgantes. El otorgamiento de la 
escritura, además, implica que los datos re-
lativos a la fi nca que en ella se contienen, 
pasan al Índice Único y serán facilitados al 
Catastro, por lo que se produce inmediata-
mente la actualización catastral, tanto res-
pecto de la fi nca objeto de la escritura como 
respecto de las fi ncas colindantes (7).

Aunque la colaboración entre el nota-
riado y el Catastro fue muy anterior, las 
ofi cinas Notariales tienen acceso al Catas-
tro desde la Resolución de la Dirección Ge-
neral del Catastro de 28 de abril de 2003,  
por la que se aprueban los programas y 
aplicaciones informáticas para la consulta 
de datos catastrales y la obtención de certi-
fi cados catastrales telemáticos. A partir de 
ese momento, la interconexión inmediata 
de las notarías a los datos catastrales ha su-
puesto una mejora considerable de la segu-
ridad jurídica (8). 

El Notario puede en el momento del 
otorgamiento de la escritura pública obte-
ner los datos físicos de la fi nca refl ejados 
el Catastro y puede contrastarlos con los 
datos del título anterior y con lo manifes-

tado por los otorgantes. Los comparecien-
tes ante el Notario en el momento del otor-
gamiento, pueden tener a la vista, además 
de la documentación referente a los aspec-
tos jurídicos, la representación gráfi ca y vi-
sual de la fi nca. Como consecuencia de este 
análisis contrastado en la identifi cación de 
la fi nca, y en presencia y con la anuencia de 
los interesados, se puede actualizar y corre-
gir en el nuevo título los datos anticuados 
o erróneos, de donde pasarán al Registro y, 
en su caso, al Catastro (9). Actualizados en 
el título los datos de la fi nca, y con la re-
ferencia catastral, acceden al Registro de la 
Propiedad  lográndose la coordinación en-
tre los tres ámbitos fundamentales, inhe-
rentes a la transmisión de la propiedad de 
inmuebles en nuestro país. 

El análisis estadístico de la interco-
nexión de los notarios con el Catastro es 

(7) En este sentido expresamente, CAVALLÉ CRUZ, 
A, “Hay un tiempo para cada cosa” Revista Atlántica del 
Derecho, la Historia y la Cultura, Academia Canaria del 
Notariado, núm. 1, Año I, Septiembre-Diciembre 2008, 
págs. 33 a 37.

(8) En este sentido se pronuncia MIRANDA HITA, 
J, en su ponencia “El catastro, el notariado y el registro: 
una mirada en perspectiva”, 10º Congreso Notarial Espa-
ñol, Tenerife, octubre de 2008, Función notarial: perma-
nencia y evolución. Consejo General del Notariado, pág. 
562, cuando manifi esta: “¿Qué ha pasado en estos diez 
años de colaboración y puesta en práctica de la Ley 
13/96 y más tarde, de la Ley del Catastro? Creo que de-
bemos estar francamente satisfechos…”

(9) Como ya hemos visto, la Resolución de 28 de 
abril de 2003 de la Dirección General del Catastro, es-
tablece que las Notarías y Registros de la Propiedad 
podrán consultar y obtener certifi cados por medios te-
lemáticos, de los datos de los bienes inmuebles obran-
tes en la Base de Datos Nacional del Catastro. De este 
modo, el Notario accede a la base de datos del Catastro 
obtiene la certifi cación descriptiva y gráfi ca catastral, la 
coteja con lo contenido en el título anterior y junto con 
los otorgantes, comprueba los datos, y los actualiza al 
refl ejar la nueva descripción del bien inmueble. Esta úl-
tima tarea de rectifi cación de los datos de los bienes in-
muebles, aparentemente ha quedado sin contenido tras 
la sentencia del Tribunal Supremo de 20 de mayo de 
2008 al anular el artículo 171 del Reglamento Notarial 
“el notario podrá rectifi car”. Pero, como no puede ser de 
otra manera y siempre ha sido en la práctica, y así había 
que entender tal artículo, son las partes las que pueden 
y deben actualizar la descripción de la fi nca, guiados 
por el Notario redactor del documento, con la ayuda de 
los elementos obrantes en cada caso como pueden ser 
los planos o mediciones de técnico, los datos catastrales, 
los contenidos en los títulos, etc. Pero, evidentemente, 
en ningún caso el Notario podrá suplir de ofi cio el con-
sentimiento de los otorgantes en cuanto a la aceptación 
de la actualización o rectifi cación de las descripciones 
de la fi nca, que en defi nitiva es uno de los elementos 
principales del contrato. En este sentido también se 
pronuncia Cavallé Cruz, A, “Hay un tiempo para cada 
cosa”.” Revista Atlántica del Derecho, la Historia y la Cul-
tura, Academia Canaria del Notariado, núm. 1, Año I, 
Septiembre-Diciembre 2008, págs 33 a 37.
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extremadamente elocuente. En 2008 los 
ciudadanos solicitaron electrónicamente 
desde las 3.000 notarías españolas un to-
tal de de 1.921.416 certifi cados catastrales, 
los índices catastrales remitidos supera-
ron los 2.800.000 y se efectuaron cerca de 
2.200.000 consultas efectuadas a la Ofi cina 
virtual del Catastro (10).

El control de legalidad y autorización 
del documento por el Notario y la publici-
dad, califi cación registral e inscripción en 
el Registro de la Propiedad han convertido 
el modelo de seguridad jurídica existente 
en España, en un sistema de contrastada 
seriedad, agilidad y efi cacia que ha contri-
buido y está contribuyendo a la moderni-
dad y al progreso económico y social.

No obstante, dicho modelo adolecía de 
un problema extrínseco de naturaleza ma-
terial que se proyectaba en la creciente in-
seguridad sobre la delimitación de la fi nca 
objeto de negocio jurídico y de posterior 
inscripción registral. El problema se cen-
traba en la incertidumbre sobre la realidad 
física y jurídica de las fi ncas e inmuebles, 
asociada a la trascendental efi cacia de su 
inscripción registral.  A este respecto se re-
velan incompletas las primeras descripcio-
nes de las fi ncas con base en meras manifes-
taciones o datos facilitados por otorgantes,  
descripciones que podían ser erróneas o 
falsas, o incluso darse casos de doble inma-
triculación, bien por ignorancia, negligen-
cia o incluso por malicia, problema secular 
derivado de la falta de coordinación entre 
Registro de la Propiedad y Catastro.

Todos estos problemas referentes a la 
identidad física de las fi ncas y de sus carac-
terísticas eran hace décadas un problema 
menor, ya que la contratación inmobilia-
ria se limitaba habitualmente a personas 

de una misma población, que conocían la 
fi nca sobre la que contrataban, y era sufi -
ciente con un control de legalidad de los 
aspectos civiles, mercantiles, hipotecarios y 
fi scales (11). Sin embargo, la extensión del 
tráfi co inmobiliario plantea la necesidad de 
superar los problemas derivados de las in-
certidumbres descritas sobre la realidad fí-
sica y jurídica de las fi ncas que no podía 
basarse exclusivamente en declaraciones o 
manifestaciones de las partes.  

El control jurídico realizado por los fe-
datarios públicos en el momento del otor-
gamiento de la escritura concede una gran 
seguridad y certeza en cuanto a quién es el 
titular (examen de los títulos aportados), 
sus facultades de disposición (examen de 
poderes, facultades y autorizaciones) y el 
estado de cargas (publicidad del Registro). 
Sin embargo, ni la actuación notarial ni la 
publicidad registral daban garantías sobre 
la realidad física, ni siquiera sobre la propia 
existencia de la fi nca. 

Este último escollo ha sido satisfacto-
riamente superado como consecuencia de 
la colaboración entre los operadores de la 
seguridad jurídica preventiva y el Catas-
tro lo que ha sido posible también gracias 
al impulso dado por la Administración pú-
blica en distintos ámbitos, imprescindible 
para dotar de la base normativa precisa y 
del apoyo técnico necesario para su efi -
caz desarrollo. Todas las instituciones im-
plicadas han demostrado un compromiso 
claro en la mejora del sistema y el impulso 
modernizador que el proceso requería. De 
todo ello se aprecia un notable incremento 
de la seguridad jurídica y, en defi nitiva, una 
sustancial mejora del servicio que la Admi-
nistración pública en su conjunto presta a 
los ciudadanos. n

(10) Los datos han sido obtenidos del artículo “El 
notariado estrecha su colaboración con el Catastro”, en 
Revista Escritura pública, núm. 57, mayo-junio 2009, 
Consejo General del Notariado,  págs. 18-19.

(11) Así lo señala CAVALLÉ CRUZ, A, “Hay un tiempo 
para cada cosa”. Revista Atlántica del Derecho, la Historia y 
la Cultura, Academia Canaria del Notariado, núm. 1, Año 
I, Septiembre-Diciembre 2008, págs 33 a 37.
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